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Normativa

LA ACCIÓN PREVENTIVA

La tutela jurídica de la seguridad y salud de los empleados del Estado

en las Administraciones Públicas



LA DETERMINACIÓN 
DE LA NORMATIVA
APLICABLE AL
EMPLEADO PÚBLICO EN
MATERIA PREVENTIVA

La entrada en vigor del Estatuto Bási-

co del Empleado Público (EBEP) supu-

so una importante novedad normativa,

como se advierte ya al utilizarse la ex-

presión de «empleado público» en la rú-

brica que titula la propia ley, porque no

va dirigido solo a los funcionarios pú-

blicos, sino también a aquellos que de-

sarrollan su prestación de trabajo para

las Administraciones Públicas con suje-

ción a un contrato laboral. De ahí que,

en principio, a la hora de determinar las

normas preventivas aplicables al em-

pleado público se plantee la cuestión re-

lativa a la posible existencia de dos nor-

mativas distintas para cada uno de los

dos grandes tipos de empleado público. 

En materia de seguridad y salud labo-

ral, el EBEP contiene dos referencias diri-

gidas tanto al personal funcionario como

al personal laboral, dado que los artícu-

los en los que se insertan utilizan la gené-

rica expresión de «empleado público». La

primera, en el artículo 14 del EBEP, dedi-

cado a los derechos individuales, en su

apartado l) prevé que los empleados pú-

blicos tienen derecho a «recibir protec-

ción eficaz en materia de seguridad y sa-

lud en el trabajo». La segunda, en el artí-

culo 54 del EBEP, dedicado a los principios

de conducta del empleado público, en su

apartado 9º establece que éstos  «obser-

varán  las normas de seguridad y salud».

Se trata, por tanto, de dos referencias ge-

néricas pero significativas, no tanto por

su novedad respecto a la normativa pre-

existente al EBEP, sino por la intención de

dispensar la misma tutela en materia de

prevención de riesgos laborales al perso-

nal funcionario y al personal laboral. In-

tencionalidad que se deduce de ambos

preceptos al formularse, tanto el derecho

individual como el principio al que han

de ajustar su actuación los trabajadores

públicos, con la expresión omnicom-

prensiva de «empleado público».

En el EBEP encontramos dos referen-

cias más en materia preventiva, pero di-

rigidas únicamente a los funcionarios

públicos, y concretamente a su esfera co-

lectiva. Por un lado, el artículo 37.1.j) del

EBEP señala que serán objeto de nego-

ciación, en su ámbito respectivo y en re-

lación con las competencias de cada Ad-

ministración Pública y con el alcance que

legalmente proceda en cada caso, entre
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el artículo 19 del Estatuto de los Traba-

jadores (en adelante ET) ya contenía si-

milares referencias en materia preven-

tiva. Por lo tanto, puede concluirse que

la aprobación del EBEP no introduce no-

vedades respecto a la normativa laboral

precedente.

Empleados públicos incluidos
en la LPRL

Dejando al margen las anteriores pre-

visiones legales, la norma de cabecera

en materia de seguridad y salud laboral

es la Ley 31/1995, de 8 de noviembre,

de Prevención de Riesgos Laborales (en

adelante LPRL). En esta norma, al abor-

otras materias, las que se establezcan en

la normativa de prevención de riesgos la-

borales; es decir, se posibilita la nego-

ciación colectiva sobre la seguridad y sa-

lud en el trabajo siempre y cuando exis-

ta habilitación legal previa. Por otro lado,

el artículo 40.1.e) del EBEP prevé que las

Juntas de Personal y los Delegados de

Personal tendrán, entre otras funciones,

la vigilancia del cumplimiento de la nor-

mativa vigente en materia de prevención

de riesgos laborales y ejercer, en su caso,

las acciones legales oportunas ante los

organismos competentes.

Si nos fijamos en el régimen jurídico

al que se sujeta el personal laboral de las

Administraciones Públicas, y en con-

creto en la legislación laboral aplicable,

dar la concreción de su radio de acción

subjetivo, se establece que tanto la LPRL

como sus normas de desarrollo serán

de aplicación tanto en el ámbito de las

relaciones laborales reguladas en el ET,

como en el de las relaciones de carác-

ter administrativo o estatutario del per-

sonal al servicio de las Administracio-

nes Públicas, con las peculiaridades que,

en este caso, se contemplen en el EBEP

o en sus normas de desarrollo (art. 3.1

LPRL). 

A efectos aclaratorios, se señala que

cuando en el EBEP se haga referencia a

trabajadores y empresarios, se entende-

rán también comprendidos en dichos tér-

minos, respectivamente, al personal con

relación de carácter administrativo o es-
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tatutario y a la Administración Pública

para la que presta servicios, respecto a los

preceptos de la LPRL que gozan del ca-

rácter de básico, siendo aplicable el res-

to de preceptos en defecto de normativa

específica dictada por las Administracio-

nes Públicas [art. 3.1 y DA 3ª.2.a) y c) LPRL].

No obstante, junto a la genérica inclusión

de los empleados públicos en el ámbito

de aplicación subjetiva de la LPRL, en és-

ta se efectúan una serie de matizaciones

que, salvo la referencia al personal do-

méstico (al que no se aplica la LPRL en

virtud de lo dispuesto en su artículo 3.4),

afectan a colectivos que trabajan en el

sector público.

En primer lugar, en los centros y esta-

blecimientos militares se aplicará lo pre-

visto en la LPRL junto a las singularida-

des que se recojan en la normativa espe-

cífica (art. 3.3 LPRL). Tratándose del

personal laboral, estatutario y de los fun-

cionarios civiles al servicio de estableci-

mientos dependientes de la Administra-

ción Militar, por mandato de la DA 9ª de

la LPRL, el desarrollo normativo especí-

fico se circunscribe a la «adaptación» de

las normas relativas a los derechos y obli-

gaciones preventivas así como las referi-

das a la consulta y participación de los

trabajadores en la prevención de riesgos

laborales a las exigencias de la defensa

nacional, a las peculiaridades orgánicas

y al régimen vigente de representación

del personal en los establecimientos mi-

litares, incluidas las escuelas militares [tal

y como dispone la STS de 27 de julio de

2005 (RJ 8344)]; adaptación que actual-

mente se encuentra recogida en el Real

Decreto 1932/1998, de 11 de septiembre. 

En relación al personal militar, de acuer-

do con lo previsto en la DA 9ª bis LPRL, la

regulación de los derechos y deberes pre-

ventivos, la consulta y participación de

los trabajadores y el régimen de respon-

sabilidades y sanciones se «aplicará» de

conformidad con la normativa militar;

aplicación singularizada de dichos as-

pectos que se contiene en el RD 1755/2007,

de 28 de diciembre.

En segundo lugar, para quienes pres-

tan su servicios para los establecimien-

tos penitenciarios se contempla la «adap-

tación» de la LPRL a las actividades cuyas

características justifiquen una regulación

especial, con remisión a la Ley 7/1990, de

19 de julio, sobre negociación colectiva y

participación en la determinación de las

condiciones de trabajo de los empleados

públicos (art. 3.3 LPRL); remisión que, ac-

tualmente, habrá de entenderse referida

a la negociación colectiva prevista en los

artículos 33 a 38 del EBEP. Por lo tanto,

se aplicará la LPRL salvo a las actividades

singulares que demanden una regulación

particularizada. Actualmente, como ad-

vierte la doctrina, la seguridad y salud la-

boral no han sido objeto de una especial

y significativa atención en la negociación

colectiva desarrollada en este concreto

ámbito funcional. 1

En tercer lugar, la LPRL no será de apli-

cación a aquellas actividades cuyas par-

ticularidades lo impidan en el ámbito de

una serie de funciones públicas, a saber:

a) policía, seguridad y resguardo adua-

nero, b) servicios operativos de protec-

ción civil y peritaje forense en los casos

de grave riesgo, catástrofe y calamidad

pública, y c) Fuerzas Armadas y activi-

dades militares de la Guardia Civil. Sin

perjuicio de lo anterior, la LPRL se con-

vierte en norma de referencia para re-

gular la seguridad y salud de estos co-

lectivos al configurarla como fuente ins-

piradora de la normativa que proceda a

regular la prevención de los trabajado-

res en estas actividades (art. 3.2 LPRL).

Las medidas singulares adoptadas pa-

ra la Policía Nacional vienen recogidas

en el RD 2/2006, de 16 de enero, y en re-

lación a la Guardia Civil vienen previs-

tas en el RD 179/2005, de 18 de febrero;

se trata, por tanto, de medidas singula-

res promulgadas en el ámbito de la Ad-

ministración General del Estado (AGE).

La interpretación comunitaria
de la exclusión prevista en la
LPRL

No obstante la regulación estatal an-

teriormente mencionada, la exclusión

en materia de seguridad y salud laboral

para determinadas actividades prevista

en el artículo 3.2 LPRL adquiere especial

relevancia en la tutela preventiva de los

empleados públicos, dado que estas ac-

tividades son prestadas por personas al

servicio de las Administraciones Públi-

cas. Se plantean varias dudas. La pri-

mera, si la trasposición de la normativa

comunitaria es correcta en este aspec-

to, dado que el artículo 2 de la Directiva

89/391/CEE señala que dicha norma co-

munitaria se aplicará a todos los secto-

res de actividades, públicas o privadas

(actividades industriales, agrícolas, co-

merciales, administrativas, de servicios,

educativas, culturales, de ocio, etc.), no

siendo de aplicación cuando se opongan

a ello de manera concluyente las parti-

cularidades inherentes a determinadas

actividades específicas de la función pú-

blica, por ejemplo, en las Fuerzas Arma-

das o la policía, o a determinadas activi-

dades específicas en los servicios de pro-

tección civil; sin perjuicio de que se tutele,

la seguridad y la salud de los trabajado-

res queden aseguradas en la medida de

lo posible, habida cuenta los objetivos de

La acción preventiva en las Administraciones Públicas
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(1) En el ámbito estatal, el IV Convenio Colectivo del
personal laboral de la Secretaria General de

Asuntos Penitenciarios dedica cinco artículos a la
prevención de riesgos laborales en los que se
establecen una serie de consideraciones muy

genéricas que nada aportan respecto de la
regulación contenida en la LPRL, entre otras: a) se

recogen una serie de derechos del trabajador –a la
protección eficaz de su integridad física y a una
adecuada política de Seguridad e Higiene en el

Trabajo, a la participación en la política preventiva y
en el control de las medidas preventivas

adoptadas–,  así como el deber de observar y poner
en práctica las medidas de prevención de riesgos

que se adopten legal y reglamentariamente (art. 81.
1); b) se establecen las Unidades de Seguridad y

Salud Laboral (art. 82); c) se contemplan supuestos
de cambio de puestos de trabajo por accidente,

enfermedad u otras circunstancias que disminuyan
la capacidad laboral de los trabajadores (art. 83).



nitario para determinar el ámbito de apli-

cación de la Directiva 89/391/CEE no es-

tá basado en la pertenencia de los traba-

jadores a los distintos sectores de activi-

dades considerados globalmente, como

las Fuerzas Armadas, la policía y el servi-

cio de protección civil, sino exclusiva-

mente en la naturaleza específica de cier-

tos cometidos especiales desempeñados

por los trabajadores dentro de dichos sec-

tores, que justifica una excepción a las

normas dictadas por la citada directiva,

en razón de la absoluta necesidad de ga-

rantizar una protección eficaz de la co-

lectividad. Consecuentemente, se apli-

cará la Directiva 89/391/CEE a los colec-

tivos que desarrollen esas y otras actividades,

dado que dichos cometidos se realizan en

condiciones habituales, conforme a la mi-

sión encomendada al servicio de que se

trata, y ello aun cuando las intervencio-

nes derivadas de dichas actividades sean,

por su propia naturaleza, imprevisibles y

puedan exponer a los trabajadores que

las realicen a algunos riesgos para su se-

guridad y/o su salud; de suerte que la ex-

cepción prevista en el artículo 2.2 de la di-

rectiva únicamente puede aplicarse en el

supuesto de acontecimientos excepcio-

nales en los cuales el correcto desarrollo

de las medidas destinadas a garantizar la

protección de la población en situacio-

nes de grave riesgo colectivo exige que el

personal que tenga que hacer frente a un

suceso de este tipo conceda una priori-

dad absoluta a la finalidad perseguida por

tales medidas con el fin de que ésta pue-

da alcanzarse [ver auto de 14 de julio de

2005, Personalrat der Feuerwehr Ham-

burg, asunto C-52/04 (TJCE 2005/249)].

En tercer lugar, respecto a los aconte-

la presente directiva. La segunda duda

que se suscita se circunscribe a determi-

nar si el alcance de la exclusión legal se

refiere a los colectivos de trabajadores

que desarrollan esas actividades o solo

al desarrollo de esas actividades consi-

deradas en sí mismas, quedando los su-

jetos que las desarrollan sujetos a la LPRL

en el resto de actividades que prestan.

Estos interrogantes han sido resueltos

por la jurisprudencia comunitaria, en-

tre otros pronunciamientos, en la STJ-

CE de 12 de enero de 2006, Comisión de

las Comunidades Europeas contra Es-

paña, asunto C-132/04 (TJCE 2006/12),

dictada, precisamente, respecto a la ex-

clusión anteriormente referenciada de

la LPRL. En esta resolución se procede a

enjuiciar el ajuste de la normativa espa-

ñola a la Directiva 89/391/CEE, utili-

zando la doctrina comunitaria ya con-

solidada en resoluciones precedentes. 

En primer lugar, partiendo tanto del

objeto de la Directiva 89/391/CEE, con-

sistente en promover la mejora de la se-

guridad y la salud de los trabajadores en

el trabajo, como del tenor literal de su ar-

tículo 2.1, del que se deduce que el ám-

bito de aplicación de esta directiva debe

entenderse de manera amplia, se consi-

dera que las excepciones al ámbito de

aplicación de la norma comunitaria, pre-

vistas en el artículo 2.2, párrafo primero,

deben interpretarse restrictivamente [ver

SSTJCE de 3 de octubre de 2000, Simap,

C-303/98 (TJCE 2000/234); 5 de octubre

de 2004, Pfeiffer y otros, asuntos acu-

mulados C-397/01 a C-403/01 (TJCE

2004/272)]. En consecuencia, esta ex-

cepción al ámbito de aplicación de la Di-

rectiva 89/391, definido de manera am-

plia, debe recibir una interpretación que

limite su alcance a lo que resulte estric-

tamente necesario para salvaguardar los

intereses que según dicha directiva pue-

den proteger los Estados miembros.

En segundo lugar, se recuerda que el

criterio utilizado por el legislador comu-

cimientos excepcionales que requieran

la adopción de medidas indispensables

para la protección de la vida, de la salud

así como de la seguridad colectiva, y cu-

yo correcto cumplimiento se vería com-

prometido si debieran observarse todas

las normas contenidas en la Directiva

89/391/CEE, la necesidad de no poner en

peligro las imperiosas exigencias de pre-

servación de la seguridad y de la integri-

dad de la colectividad, habida cuenta de

las características que revisten algunas

actividades específicas, debe prevalecer

transitoriamente sobre el objetivo de la

citada directiva, que es garantizar la se-

guridad y la salud de los trabajadores. Sin

embargo, en una situación excepcional

de esta índole, la excepción comunitaria

no exime a las autoridades competentes

de velar por que la seguridad y la salud

de los trabajadores queden aseguradas

«en la medida de lo posible».

A tenor de estos razonamientos, el Tri-

bunal de la Unión Europea concluye que

la normativa española no ha traspuesto

correctamente la normativa comunita-

ria y, en consecuencia, la exclusión for-

mulada en la LPRL debe entenderse en el

sentido de no referirse a los colectivos que

desarrollan dichas actividades, sino al de-

sarrollo de las actividades en sí de las mis-

mas. Respecto de estas actividades, debe

asegurarse la tutela preventiva con el al-

cance compatible con la situación que

ponen en marcha dichas actividades, ce-

diendo la tutela preventiva ante el inte-

rés de la salvaguarda de la colectividad. 

Se ha de indicar que el Tribunal de la

Unión Europea, al hilo de una cuestión

de la ordenación del tiempo de trabajo,

concretamente en el auto del TJCE de 14
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de julio de 2005, Personalrat der Feuer-

wehr Hamburg, asunto C-52/04 (TJCE

2005/249), ha establecido que las activi-

dades ejercidas por las fuerzas de inter-

vención de un servicio público de bom-

beros se encuentran incluidas en el ám-

bito de protección de la norma comunitaria,

y, en consecuencia, debe entenderse in-

cluida en el ámbito de aplicación de la

LPRL. También al hilo de una cuestión

relativa al tiempo de trabajo, la STJCE de

3 de octubre de 2000, Simap, asunto C-

303/98 (TJCE 2000/234), y el auto de 3 de

julio de 2001, Sergas, asunto C-241/99 (TJ-

CE 2001/219), han señalado que el per-

sonal médico y enfermero que presta sus

servicios en los equipos de atención pri-

maria están comprendidos en el campo

de actuación de la directiva marco, y, en

consecuencia, no resultan comprendi-

dos en ninguno de los supuestos de ex-

clusión previstos en dicha norma. Por el

contrario, en la STJCE de 5 de octubre de

2004, Pfeiffer y otros, asuntos acumula-

dos C-397/01 a C-403/01 (TJCE 2004/272),

se ha concluido que la actividad de soco-

rrista acompañante de una ambulancia

o de un vehículo sanitario de emergen-

cias, en un servicio de socorro a heridos

o enfermos organizado por una asocia-

ción como la Cruz Roja alemana, no pue-

de estar comprendida en la exclusión

mencionada en el apartado anterior

Otros colectivos no
mencionados expresamente
en la LPRL

Existen una serie de colectivos de em-

pleados públicos que no son aludidos de

forma singular y expresa en la LPRL, y

respecto de los cuales la aplicación de la

normativa preventiva puede suscitar pro-

blemática.

La primera duda se suscita respecto del

personal integrado en la Administración

de Justicia, y se debe a su no integración

dentro de la Administración Pública al

amparo de lo previsto en el artículo 117

CE. Con independencia de su integración

o no dentro del sector público, el silen-

cio guardado por la LPRL respecto a es-

te colectivo debe interpretarse en senti-

do de aplicabilidad de esta norma si te-

nemos en cuenta que la jurisprudencia

comunitaria ha interpretado muy res-

trictivamente las exclusiones a la aplica-

ción de la LPRL, al limitarlas no a colec-

tivos determinados sino a determinadas

actividades, e incluso ha sostenido que

en el desarrollo de las mismas se deberá

tutelar la seguridad y salud laboral hasta

donde la confrontación con el interés co-

lectivo permita, de suerte que solo cede-

rá la normativa preventiva cuando ésta

sea incompatible con la salvaguarda de

ese interés. En línea con la aplicabilidad

de la normativa preventiva a este colec-

tivo, el Dictamen 6/2001, de 5 de diciembre,

de la Dirección del Servicio Jurídico del

Estado, concluye que no puede enten-

La acción preventiva en las Administraciones Públicas
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institución al que esté adscrito el inves-

tigador [art. 4.1.B) RDPI]. 

La aplicación de la LPRL y su norma-

tiva de desarrollo no plantean problema

alguno respecto del personal investiga-

dor en situación de contrato en tanto en

cuanto se le reconoce el disfrute de los

derechos de carácter laboral, así como

los relativos a los de seguridad social  que

se deriven del contrato que formalice

(art. 5.3 RDPI), entre los que se encuen-

tra el derecho a la seguridad y salud la-

boral. 

Más problemática y difícil se presen-

ta la aplicación de la normativa preven-

tiva al personal investigador en situa-

ción de beca, respecto del que no se efec-

túa un reconocimiento similar al personal

investigador contratado. Por lo tanto, la

conclusión inicial sería la exclusión de

este colectivo. Sin embargo, al configu-

rarse los deberes que ha de observar cual-

quier personal investigador, se estable-

ce que deberán atenerse al régimen in-

terno o de funcionamiento del organismo

o institución en el que desarrolle sus ac-

tividades, y como novedad frente a la an-

terior regulación, se hace referencia ex-

presa a que deberán atenerse especial-

mente en lo relativo a las condiciones de

trabajo y las normas de prevención de

riesgos laborales [art. 6.d) RDPI], resul-

tando, por tanto, obligados a observar la

LPRL y demás normativa preventiva, lo

que, en mi opinión, supone la inclusión

del personal investigador en situación

de becario, dado que no es concebible

obligar a este colectivo a sujetarse a las

normas preventivas si no se parte de una

previa, aunque tácita, asunción de la apli-

cabilidad de dicha normativa a dicho co-

lectivo.

El personal que desarrolla acciones de

voluntariado a través de organizaciones

públicas, cuyo régimen jurídico viene

establecido en la Ley 6/1996, de 15 de

enero, del Voluntariado, es el tercer co-

lectivo respecto del que la aplicación de

derse excluido del ámbito de aplicación

de la LPRL al personal integrado en la Ad-

ministración de Justicia, dado que no hay

una referencia expresa a la exclusión de

la actividad de este colectivo, debiendo

considerarse, por tanto, que la expresión

«Administraciones Públicas» utilizada

por la LPRL no responde a su acepción

jurídica prevista en la Ley 30/1992, de 26

de noviembre, de Régimen Jurídico de

las Administraciones Públicas y del Pro-

cedimiento Administrativo Común, sino

que obedece a una concepción amplia

asimilable a la de empresario público que

tenga a su cargo personal vinculado por

un contrato de trabajo y/o personal vin-

culado en virtud de relación administra-

tiva o estatutaria.

La segunda duda se suscita con el per-

sonal investigador en formación –los de-

nominados becarios de investigación–

cuando desarrollan su investigación den-

tro de las Administraciones Públicas,

siendo uno de los supuestos más signi-

ficativos los becarios de investigación en

universidades públicas. 

El régimen jurídico del personal in-

vestigador en formación viene estable-

cido en el Real Decreto 63/2006, de 27

de enero, que tiene por objeto estable-

cer el régimen jurídico general del per-

sonal investigador en formación y su re-

lación con las entidades públicas y pri-

vadas a las que estén adscritos (art. 1

RDPI). 2

Dentro del personal investigador se

distinguen dos situaciones jurídicas en

las que éste se puede encontrar, a saber:

la situación de beca, que se extiende a los

dos primeros años desde la concesión de

la ayuda [art. 4.1.a) RDPI], y la situación

de contrato, que, una vez superado el pe-

riodo de beca y obtenido el Diploma de

Estudios Avanzados o documento ad-

ministrativo que lo sustituya, compren-

derá, como máximo, los dos años si-

guientes, en la que se formalizará un con-

trato laboral con el organismo, centro o

la legislación preventiva se presenta pro-

blemática. En principio, este colectivo

no estaría incluido en la aplicación de la

normativa de seguridad y salud laboral

al definirse al voluntario como aquél que

desarrolla su acción de forma altruista y

solidaria sin recibir contraprestación

económica, sin perjuicio del derecho al

reembolso de los gastos que el desem-

peño de la actividad voluntaria ocasio-

ne [art. 3.1.a) y c) LV]. Por lo tanto, al ca-

recer de las notas de laboralidad queda-

rían excluidos de la tutela preventiva. 

No obstante, esta inicial conclusión

se ve distorsionada al enumerarse los

derechos del voluntario y establecerse

que éste tiene derecho a realizar su ac-

tividad en las debidas condiciones de

seguridad e higiene en función de la na-

turaleza y características de aquélla [art.

6.g) LV], al tiempo que se establece que

la organización para la que desarrollan

la acción de voluntariado debe garanti-

zarles la realización de sus actividades

en las debidas condiciones de seguridad

e higiene en función de la naturaleza y

características de aquéllas [art. 8.2.f) LV],

lo que debe conducirnos a concluir que

este colectivo, como mínimo, se bene-

ficiará de la acción preventiva que lleve

a cabo la organización pública respec-

to a sus trabajadores. Al respecto se ha

indicado que como quiera que «es in-

dudable que este derecho de los volun-

tarios se constituye a imagen y seme-

janza de lo establecido en la normativa

laboral […], los voluntarios pueden exi-

gir de las organizaciones para las que

prestan sus servicios que pongan en mar-

cha planes de prevención de riesgos en
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los lugares de desarrollo de la prestación

en condiciones ciertamente parecidas

a las previstas por la Ley 31/1995; pues-

to que en ambos casos el bien jurídico

protegido es el mismo: la persona que

realiza una actividad para un tercero (de-

biendo asumir el tercero la obligación

de proteger la integridad física de quien

trabaja para él). En su caso, las respon-

sabilidades que se derivaran del in-

cumplimiento de las obligaciones de res-

peto de la normativa relativa a seguri-

dad e higiene en el trabajo tendrían, para

las organizaciones infractoras, natura-

leza penal (art. 316 y 147 del CP) y civil

(1.101 del CC)».3

LOS SERVICIOS DE
PREVENCIÓN

Régimen jurídico

El capítulo IV de la LPRL se dedica a la

regulación de los servicios de preven-

ción encargados del cumplimiento del

deber preventivo que pesa sobre el em-

pleador, y, en consecuencia, sobre la Ad-

ministración Pública en su condición de

empleador laboral y funcionarial. Su de-

sarrollo reglamentario se encuentra en

el Real Decreto 39/1997, de 17 de enero,

por el que se aprueba el Reglamento de

Servicios de Prevención de Riesgos La-

borales (en adelante RSP).

En la configuración del servicio de pre-

vención se contemplan hasta cuatro po-

sibles modalidades a las que puede acu-

dir la empresa: la asunción personal por

el empleador de la acción preventiva; la

designación de uno o varios trabajado-

res; la constitución de un servicio de pre-

vención propio o la concertación de un

servicio de prevención con una entidad

especializada y ajena a la propia organi-

zación empresarial (art. 30 LPRL y art.

10 RSP). 

De estas modalidades de organización

preventiva, la asunción personal por par-

te del empleador se sujeta a un requisi-

to previo consistente en que la empresa

no cuente con más de diez trabajadores

y aquél desarrolle de forma habitual su

actividad en el centro de trabajo, teniendo

la capacidad en materia preventiva en

función de los riesgos existentes en la

empresa (art. 30.5 LPRL), de suerte que

esta modalidad de organización del ser-

vicio de prevención se prevé para en-

tornos laborales muy reducidos desde
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mula de garantizar el cumplimiento del

deber preventivo no se dará en ninguna

Administración Pública.

La elección del servicio de prevención

por parte del empresario no se deja a su

total discrecionalidad, dado que los su-

puestos en que se puede utilizar cada

uno de ellos giran en torno a los supuestos

en los que se ha de constituir un servi-

cio de prevención propio, supuestos cu-

ya verificación obliga de forma ineludi-

ble a constituir dicha modalidad de ser-

vicio de prevención. En efecto, el artículo

14 del RSP establece tres supuestos en

los que no se puede constituir un servi-

el punto de vista del volumen de traba-

jadores y se sujeta a una presencia efec-

tiva del empleador en el lugar de traba-

jo así como una formación suficiente en

materia preventiva. 

En el ámbito de las Administraciones

Públicas, esta modalidad del servicio de

prevención no se podrá constatar ni en

la Administración General del Estado, ni

en las comunidades autónomas, ni en la

mayoría de las entidades locales. Es más,

como quiera que en las entidades loca-

les con un número de trabajadores no

superior a diez, donde sería posible la

adopción de este tipo de servicio pre-

ventivo, dado que quien ejerce la posi-

ción del empleador es, al fin y a la pos-

tre, un cargo político electo, en muchos

supuestos no remunerado, que no está

habitualmente en la entidad local ni cuen-

ta con la formación especializada re-

querida, puede aventurarse que esta fór-

cio de prevención que no sea uno pro-

pio dentro de la organización de la em-

presa, a saber: 

a) que se trate de empresas que cuenten

con más de 500 trabajadores, 

b) que, tratándose de empresas de entre

250 y 500 trabajadores, desarrollen tra-

bajos con exposición a radiaciones io-

nizantes en zonas controladas, o tra-

bajos con exposición a agentes tóxi-

cos y muy tóxicos, y en particular a

agentes cancerígenos, mutagénicos o

tóxicos para la reproducción, de pri-

mera y segunda categoría, según el

Real Decreto 363/1995 y el Real De-
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creto 1078/1993, o actividades en que

intervienen productos químicos de al-

to riesgo y son objeto de la aplicación

del Real Decreto 886/1988, o trabajos

con exposición a agentes biológicos

de los grupos 3 y 4, según la Directiva

90/679/CEE, o actividades de fabrica-

ción, manipulación y utilización de

explosivos, incluidos los artículos pi-

rotécnicos y otros objetos o instru-

mentos que contengan explosivos, 

c) que, tratándose de empresas no in-

cluidas en los apartados anteriores,

así lo decida la autoridad laboral, pre-

vio informe de la Inspección de Tra-

bajo y Seguridad Social y, en su caso,

de los órganos técnicos en materia

preventiva de las comunidades autó-

nomas, en función de la peligrosidad

de la actividad desarrollada o de la fre-

cuencia o gravedad de la siniestrali-

dad en la empresa, salvo que se opte

por el concierto con una entidad es-

pecializada ajena.

Sobre los parámetros de constitución

del servicio de prevención propio, la de-

signación de uno o varios trabajadores

emerge como una figura residual ope-

rativa cuando no se dan los supuestos

de constitución obligatoria del servicio

de prevención propio o no se haya cons-

tituido un servicio de prevención aje-

no (art. 12 RSP). Mientras que esta úl-

tima modalidad se podrá adoptar cuan-

do la designación de uno o varios

trabajadores sea insuficiente para la re-

alización de la actividad de prevención

y no concurran las circunstancias que

determinan la obligación de constituir

un servicio de prevención propio, o

cuando lo decida la autoridad laboral,

previo informe de la Inspección de Tra-

bajo, cuando no se haya optado por la

constitución de un servicio de preven-

ción propio o cuando se haya produci-

do una asunción parcial de la actividad

preventiva por parte del empresario (art.

16.1 RSP).

La particularidad de las
Administraciones Públicas en
relación a la elección del
servicio de prevención

La cuestión controvertida que se sus-

cita es si las Administraciones Públicas

quedan sujetas a la configuración y re-

gulación de los servicios de prevención

expuesta y si, por ejemplo, una Admi-

nistración Pública que supere los 500

trabajadores viene obligada a constituir

un servicio de prevención propio, no pu-

diendo recurrir a la concertación con en-

tidad especializada. En principio, pare-

ce claro que la respuesta ha de ser afir-

mativa. Sin embargo, la cuestión deja de

estar clara cuando se contemplan otras

dos previsiones contenidas en el RSP.  

En primer lugar, los artículos 11, 14 y

16.1 del RSP carecen de carácter básico

respecto al personal civil con relación de

carácter administrativo o estatutario al

servicio de las Administraciones Públi-

cas, tal y como expone el apartado 2.a)

de disposición adicional primera del RSP. 

Y en segundo lugar, la aplicación de la

regulación sobre las posibles modalida-

des de servicio de prevención que se pue-

den adoptar queda sujeta a la inexisten-

cia de normativa específica sobre la ma-

teria en el ámbito de las Administraciones

Públicas, tal y como señala la DA 4ª del

RSP, al prever que «en el ámbito de las Ad-

ministraciones Públicas, la organización

de los recursos necesarios para el desa-

rrollo de las actividades preventivas y la

definición de las funciones y niveles de

cualificación del personal que las lleve a

cabo se realizará en los términos que se

regulen en la normativa específica que al

efecto se dicte, de conformidad con lo dis-

puesto en el artículo 31, apartado 1, en la

disposición adicional tercera de la Ley de

Prevención de Riesgos Laborales, y en la

disposición adicional primera de este Re-

glamento, previa consulta con las organi-

zaciones sindicales más representativas,

en los términos señalados en la Ley 7/1990,

de 19 de julio, sobre negociación colecti-

va y participación en la determinación de

las condiciones de trabajo de los emplea-

dos públicos [actualmente el EBEP]», con-

cluyendo que solo «en defecto de la cita-

da normativa específica, resultará de apli-

cación lo dispuesto» en el RSP.

Si tenemos en cuenta el art. 31.1 de la

LPRL y las disposiciones adicionales 1ª y

4ª del RSP, debe concluirse que las Ad-

ministraciones Públicas pueden dictar

normativas específicas para regular, en-

tre otras materias, la organización de los

recursos necesarios para el desarrollo de

las actividades preventivas, pudiendo por

tanto elaborar y publicar un reglamento,

si se trata de la AGE, un decreto, si se tra-

ta de una comunidad autónoma, o un de-

creto de alcaldía o resolución de la Dipu-

tación, si se trata de una entidad local, so-

bre la configuración de su servicio de

prevención, que permita determinar la

modalidad preventiva que mejor se ajus-

te a sus características. Por lo tanto, la obli-

gatoriedad para adoptar un servicio de

prevención propio, o lo que es lo mismo,

la aplicación de lo dispuesto en el art. 14

del RSP, será exigible siempre que no exis-

ta un acuerdo dictado por el órgano com-

petente que regule la organización de los

recursos necesarios para el desarrollo de

las actividades preventivas de la forma

que mejor se adapte a las necesidades de

esta Administración Pública.

Esta conclusión viene acogida en el

criterio interpretativo administrativo

seguido por la Inspección de Trabajo,

que se encuentra contenido en la res-

puesta de fecha 20 de marzo de 2009 de

la Dirección General de Trabajo del Mi-

nisterio de Trabajo e Inmigración a una

consulta sobre reconocimientos médi-

cos a los policías locales, en la que se

señala que tanto la LPRL como el RSP

otorgan un tratamiento específico en

determinadas cuestiones respecto del

personal civil con relación de carácter
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publicado ni había entrado en vigor, en

el que se solicitaba que se declarase la

obligación de la Junta de Castilla y León

de constituir un servicio de prevención

propio y suficiente. 

Este conflicto colectivo fue resuelto

por la sentencia del Tribunal Superior

de Justicia de Castilla y León, fechada en

Valladolid el 19 de junio de 2000 (AS

2000/2945), en atención a los siguientes

razonamientos. 

En primer lugar,  si bien «en el art. 30

de la Ley de Prevención de Riesgos La-

borales, de 8 de noviembre de 1995 (Ley

31/1995), al referirse a la protección y

prevención de riesgos profesionales, se

establece que el empresario designará

uno o varios trabajadores para ocupar-

se de dicha actividad y constituirá un

servicio de prevención o concertará di-

cho servicio con una entidad especiali-

zada ajena a la empresa, es decir, se da

opción a optar por un servicio propio o

un servicio de prevención ajeno», no es

menos cierto «que el art. 14 del RD 39/1997,

de 17 de enero, por el que se aprueba el

Reglamento de los servicios de preven-

ción, establece que habrá de constituir-

se un servicio de prevención propio cuan-

do se trate de empresas que cuenten con

más de 500 trabajadores o de empresas

que teniendo entre 250 y 500 desarro-

llen algunas de las actividades incluidas

en el anexo 1, que se caracterizan todas

ellas por ser peligrosas, penosas o insa-

lubres», de suerte que, a tenor de la lite-

ralidad de este último precepto, «pare-

cería que la Junta de Castilla y León ven-

dría obligada a constituir un servicio de

prevención con medios propios». 

Sin embargo, y en segundo lugar, par-

administrativo al servicio de las Admi-

nistraciones Públicas. Entre las cues-

tiones que se consideran incluidas es-

taría «la organización de los recursos

necesarios para el desarrollo de las ac-

tividades preventivas y el funciona-

miento de los mismos». Aun cuando es-

te criterio administrativo se refiere a los

funcionarios públicos, no existe argu-

mento obstativo alguno para su exten-

sión al personal laboral de las Admi-

nistraciones Públicas, dadas las previ-

siones normativas en las que se

fundamenta, ya que éstas no hacen re-

ferencia a los funcionarios públicos si-

no a las Administraciones Públicas, re-

ferencia que engloba a todo su perso-

nal con independencia del vínculo

jurídico.

Y ésta parece ser la solución dada por

nuestra más alta instancia jurisdiccio-

nal, el Tribunal Supremo, respecto a unos

hechos que se exponen a continuación.

En el año 2000, la Junta de Castilla y Le-

ón, así como su Gerencia de Servicios

Sociales, siendo notorio que tenían ca-

da uno de estos entes administrativos

más de 500 trabajadores, no tenían cons-

tituido ni servicio de prevención propio

ni ajeno, lo que es puesto en evidencia

por la representación de los trabajado-

res en la Comisión Paritaria del primer

Convenio Colectivo para el Personal La-

boral de la Administración General de la

Comunidad de Castilla y León. Ante di-

cha reclamación sindical, el presidente

de la Comisión responde que en esos

momentos se estaba trabajando en la

elaboración de un decreto sobre la cre-

ación de los servicios de prevención, del

cual se daría conocimiento a la repre-

sentación social a través del Comité In-

tercentros. 

Ante esta situación se plantea un con-

flicto colectivo por la representación de

los trabajadores, cuando el decreto de

organización de los servicios preventi-

vos se había elaborado pero no se había

tiendo de la muy cuestionable aplicabi-

lidad a la Junta de Castilla y León del Re-

al Decreto 1488/1998, actualmente de-

rogado y sustituido por el Real Decreto

67/2010, considera que «el art. 6 del RD

1488/1998 […] da opción a que se cons-

tituya un servicio de prevención propio

o se recurra a un servicio de prevención

ajeno, aunque se matiza también que

puedan ser compartidos los cometidos

por los servicios propios o ajenos», con-

cluye que «si como hemos dicho la Jun-

ta de Castilla y León no ha constituido

todavía los servicios de prevención pa-

ra sus trabajadores (obviamente esta Sa-

la no puede pronunciarse sobre el co-

lectivo de funcionarios), la demanda de

conflicto colectivo ha de ser estimada,

pero no en los términos en que se plan-

tea, es decir, que la Junta de Castilla y Le-

ón haya de constituir un servicio de pre-

vención propio, sino también que pue-

de hacerlo a través de servicios ajenos,

pues si no fuera así, es decir, si se la obli-

gara a constituir un servicio propio co-

mo se pretende, estaríamos limitando

las facultades organizativas que como

tal empresa le corresponden y que ade-

más cuenta con el apoyo legal a que an-

tes se hacía referencia; en esta línea se

dirige el decreto en ciernes de la Junta

de Castilla y León que va a regular la pre-

vención de riesgos laborales de la Ad-

ministración de la Comunidad de Cas-

tilla y León, y que obviamente afectará

al personal funcionarial y al laboral de

la misma».

Como quiera que la demanda de con-

flicto colectivo solicitaba que se declara-

se la obligación de la Junta de Castilla y

León de constituir un servicio de pre-
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vención propio y la sentencia declara que

la Administración autonómica tiene obli-

gación de constituir un servicio preven-

tivo propio o concertarlo con una enti-

dad especialidad, se produce una dis-

cordancia entre lo solicitado y lo

sentenciado. Esto llevó a la representa-

ción de los trabajadores a plantear recurso

de casación ante el Tribunal Supremo,

que fue resuelto por la sentencia de 24 de

abril de 2001 (RJ 2001/5119), declarando

que la Administración autonómica tiene

la obligación de crear un servicio de pre-

vención propio y suficiente, no admi-

tiendo la posibilidad alternativa de acu-

dir a un servicio de prevención ajeno. 

No obstante, el contenido declarativo

del fallo dispositivo de esta sentencia del

Tribunal Supremo, que parece contra-

rio a la afirmada posibilidad de las Ad-

ministraciones Públicas de libre deter-

minación de la organización del servi-

cio preventivo sostenida en este estudio,

no puede extrapolarse a cualquier otro

supuesto de forma automática si tene-

mos en cuenta los argumentos utiliza-

dos en la sentencia. 

De un lado, acierta la sentencia del Tri-

bunal Supremo al criticar y desautorizar

la aplicación no razonada a las Admi-

nistraciones autonómicas del RD

1488/1998 que lleva a cabo la adapta-

ción de la normativa preventiva a la Ad-

ministración General del Estado, dado

que dicha aplicabilidad «no puede man-

tenerse a la vista de los artículos 1 y 2 del

citado Real Decreto, que fijan tanto el

objeto como el ámbito de aplicación del

mismo, ya que determina como único

objeto del Decreto adaptar a la Admi-

nistración General del Estado la Ley

31/1995 y el Reglamento 39/1997, silen-

ciando por completo a las comunidades

autónomas, exclusión que se confirma

en el artículo 2, que determina el ámbi-

to de aplicación en cuatro apartados que

comprenden a: la Administración Ge-

neral del Estado y organismos públicos

vinculados o dependientes de ella; cen-

tros y establecimientos militares; esta-

blecimientos penitenciarios, policía, se-

guridad y resguardo aduanero o servi-

cios operativos de protección civil y

peritaje forense. Es pues claro que el re-

curso acierta cuando denuncia infrac-

ción por aplicación indebida de la cita-

da norma legal».

De otro lado, revelándose como un ra-

zonamiento crucial para la cuestión con-

trovertida, partiendo del artículo 31.1 y

de la Ley DA 3ª de la LPRL, así como de

las D.A. 1ª y 4ª del RSP, concluye el Tri-

bunal Supremo que «es claro que las Ad-

ministraciones Publicas pueden dictar

normativas específicas para regular en-

tre otras materias la organización de los

recursos necesarios para el desarrollo de

las actividades preventivas», normativa

específica que, por ejemplo, para la Ad-

ministración General del Estado se con-

creta en el Real Decreto 67/2010, pero

que no existe respecto de la Administra-

ción autonómica ante la que se dirige el

conflicto colectivo, lo que explica el fallo

de la sentencia del Tribunal Supremo,

como expresamente se reconoce al afir-

mar que «esta falta de regulación espe-

cífica parece provisional ya que la pro-

pia sentencia recoge en el apartado sex-

to de hechos probados que hay constancia
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pasado como solución a las exigencias

del mercado y de la crisis económica, el

origen de la concesión administrativa tie-

ne su origen en el siglo XIX, dominado

por la ideología liberal, y responde a la

necesidad de acometer las demandas del

desarrollo técnico sin abandonar los pos-

tulado de un Estado, y por ende, de una

Administración no intervencionista; bus-

cando en los sujetos privados los recur-

sos financieros que los avances técnicos,

como el ferrocarril, demandaban para su

implementación. El distinto punto de

partida no nos impide afirmar que, en la

actualidad, la apariencia externa, la foto

superficial, en los supuestos de descen-

tralización productiva en el ámbito pri-

vado y en las concesiones administrati-

vas, nos expone imágenes muy pareci-

das: un centro de imputación jurídica

(empresario privado o Administración

Pública) traslada el desarrollo de una par-

te de su actividad, sea inherente o no, a

otro centro de imputación jurídica (nor-

malmente otro empresario privado, aun-

que no es descartable que se traslade ha-

cia otra Administración Pública).

La gestión indirecta de servicios pú-

blicos, como fenómeno de descentrali-

zación propio y particular de las Admi-

nistraciones Públicas, puede generar la

confluencia de empleados públicos y em-

pleados privados en un mismo centro de

trabajo, o la confluencia de empleados

privados en centros de trabajo públicos

o la confluencia de empleados públicos

en centros de trabajo privados o, inclu-

so, puede dar lugar a que se gestione un

servicio público en centros privados cons-

truidos sobre terrenos de titularidad pú-

blica. Estas posibles interacciones qué

duda cabe que plantean una serie de in-

terrogantes a la hora de desplegar la tu-

tela de la seguridad y salud de los em-

pleados públicos, así como a la hora de

cumplir la obligación preventiva que pe-

sa sobre la Administración Pública en su

condición de empleador.

de que se ha elaborado un decreto sobre

la materia que no ha sido todavía publi-

cado; por ello, cuando esta normativa es-

pecífica sea promulgada a ella, habría

quizá que atenerse en lo que es objeto

del presente litigio, pero en tanto llegue

hay que aplicar lo dispuesto en el Regla-

mento 39/1997 como expresamente or-

dena el párrafo segundo de la disposi-

ción adicional cuarta del mismo, que dis-

pone: «en defecto de la citada normativa

específica, resultará de aplicación lo dis-

puesto en este Reglamento».  Y como pre-

misa de su fallo dispositivo, afirma que

«en consecuencia de todo lo razonado

precedentemente y aunque tenga una

validez provisoria, la aplicación del Re-

glamento conduce a la estimación del re-

curso, pues conforme al mismo artículo

14, la Junta de Castilla y León ha de cons-

tituir un servicio de prevención de ries-

gos profesionales propio».

LA COORDINACIÓN DE
ACTIVIDADES EN LAS
ADMINISTRACIONES
PÚBLICAS

Una de las tendencias que ha marca-

do y marca las relaciones laborales es la

dirigida a externalizar determinadas ac-

tividades del ciclo productivo, sean in-

herentes o no a la actividad principal de

la empresa. El fenómeno de la descen-

tralización productiva, aunque pudiera

parecer lo contrario, no es exclusivo de

la actividad productiva privada, no se

verifica únicamente en el ámbito de las

relaciones laborales privadas, sino que

también se constata en el ámbito de las

Administraciones Públicas, donde se re-

curre a la gestión indirecta de ciertos ser-

vicios públicos por medio de diferentes

técnicas, siendo la más significativa la

concesión administrativa.

Si la descentralización productiva apa-

rece en la década de los setenta del siglo

Distintas normas comunitarias e in-

ternacionales, que debían trasponerse

a nuestro derecho interno, han sido las

directas inspiradoras del art. 24 de la

LPRL que establece obligaciones gené-

ricas de coordinación y que ha sido de-

sarrollado mediante el RD 171/2004, de

30 de enero.

Supuestos de concurrencia

El art. 24 de la LPRL y el RD 171/2004

distinguen tres supuestos de concurrencia

de actividades empresariales, exigiendo

diferentes obligaciones de coordinación

en cada uno de ellos. En todo caso, di-

chas obligaciones son acumulativas, es
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decir, no se excluyen, sino que se su-

perponen de manera gradual.

a) Concurrencia de trabajadores de

varias empresas en un mismo centro

de trabajo

El primer supuesto de concurrencia

empresarial contemplado en el art. 24

de la LPRL es la coincidencia física de

trabajadores de varias empresas en un

mismo centro de trabajo. Según dicho

artículo, «cuando en un mismo centro

de trabajo desarrollen actividades tra-

bajadores de dos o más empresas, éstas

deberán cooperar en la aplicación de la

normativa sobre prevención de riesgos

laborales. A tal fin establecerán los me-

dios de coordinación que sean necesa-

rios en cuanto a la protección y preven-

ción de riesgos laborales y la informa-

ción sobre los mismos a sus respectivos

trabajadores en los términos previstos

en el apartado 1 del artículo 18 de esta

Ley. En este caso, resulta indiferente la

relación o vínculo jurídico que une a las

empresas, y cada una de ellas se en-

cuentra «en la misma posición respec-

to de las demás». La obligación nace, por

tanto, del hecho de compartir el mismo

centro o el mismo espacio de trabajo. Si

existía alguna duda sobre esta afirma-

ción, el art. 4.1 del RD 171/2004 ha ve-

nido a zanjarla definitivamente al se-

ñalar que «el deber de cooperación se-

rá de aplicación a todas las empresas y

trabajadores autónomos concurrentes

en el centro de trabajo, existan o no re-

laciones jurídicas entre ellos».

En relación con el deber de informa-

ción, conviene señalar, en primer lugar,

que, tras la  entrada en vigor del RD

171/2004, este deber no se traduce ex-

clusivamente en una obligación de las

empresas hacia sus trabajadores – como

prevé el art. 24.1 de la LPRL–, sino tam-

bién de éstas entre sí. En efecto, el deber

de cooperación exige, según dispone el

art. 4.2 del RD 171/2004, la información

recíproca entre las empresas concurrentes

«sobre los riesgos específicos de las acti-

vidades que desarrollen en el centro de

trabajo que puedan afectar a los traba-

jadores de las otras empresas concu-

rrentes en el centro, en particular sobre

aquellos que puedan verse agravados o

modificados por circunstancias deriva-

das de la concurrencia de actividades».

La información abarcará también a los

accidentes de trabajo que hayan tenido

lugar como consecuencia de los riesgos

de las actividades concurrentes. El em-

presario, cuyo trabajador o trabajado-

res han sufrido el accidente, deberá in-

formar a los demás empresarios pre-

sentes en el centro de trabajo.

b) Concurrencia de trabajadores 

de varias empresas en un centro de

trabajo del que un empresario es

titular

Respecto del empresario titular del

centro de trabajo, el art. 24.2 de la LPRL

establece la obligación de adoptar «las

medidas necesarias para que aquellos

otros empresarios que desarrollen acti-

vidades en su centro de trabajo reciban

la información y las instrucciones ade-

cuadas en relación con los riesgos exis-

tentes en el centro de trabajo y con las

medidas de protección y prevención co-

rrespondientes, así como sobre las me-

didas de emergencia a aplicar, para su

traslado a sus respectivos trabajadores».

De nuevo aquí es indiferente la relación

La acción preventiva en las Administraciones Públicas
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al resto de los empresarios. El em-

presario titular conoce, por tanto, los

riesgos propios de su centro de tra-

bajo y además los riesgos específicos

de las actividades desarrolladas en di-

cho centro. Con estos datos podrá re-

alizar la evaluación de los riesgos del

centro de trabajo, que pueden haberse

incrementado como consecuencia de

las actividades realizadas en él por

distintas empresas, y poner en mar-

cha las medidas correspondientes, in-

cluyendo las de emergencia. Realiza-

da la evaluación correspondiente, fa-

cilitará las oportunas instrucciones a

los empresarios concurrentes con el

fin de prevenir los riesgos existentes

en el centro de trabajo.

c) Concurrencia de trabajadores de

varias empresas en un centro de

trabajo cuando existe un empresario

principal

El tercer supuesto de concurrencia re-

gulado en el art. 24.3 de la LPRL hace re-

ferencia a la existencia de relaciones de

subcontratación entre las empresas con-

currentes. Según dicho precepto, «las em-

presas que contraten o subcontraten con

otras la realización de obras o servicios

correspondientes a la propia actividad de

aquéllas y que se desarrollen en sus pro-

pios centros de trabajo deberán vigilar el

cumplimiento por dichos contratistas y

subcontratistas de la normativa de pre-

vención de riesgos laborales». Los debe-

res de seguridad de la empresa que con-

trata o subcontrata en relación con los

trabajadores de las empresas contratis-

tas o subcontratistas aparecen así espe-

cialmente reforzados para otorgar una

o vínculo jurídico que une a las empre-

sas, aunque, a diferencia del supuesto

anterior, en este caso una de ellas ocu-

pa una posición preeminente al ser ti-

tular del centro de trabajo.

Son dos las medidas específicas que de-

be adoptar el empresario titular del cen-

tro de trabajo cuyos trabajadores desa-

rrollen actividades en él; cuando no ten-

ga trabajadores en el centro, únicamente

tendrá que cumplir la primera de las dos

medidas señaladas a continuación rela-

tivas al deber de información, a saber:

n Deberá informar a los otros empre-

sarios concurrentes «sobre los ries-

gos propios del centro de trabajo que

puedan afectar a las actividades por

ellos desarrolladas, las medidas refe-

ridas a la prevención de tales riesgos

y las medidas de emergencia que se

deben aplicar» (art. 7.1 RD 171/2004).

La información se refiere a los ries-

gos propios del centro de trabajo de

la empresa titular y no a los riesgos

específicos o derivados de la activi-

dad concreta desarrollada por cada

una de las empresas concurrentes. Y

lo mismo sucede en relación con las

medidas sobre las que debe informar,

que serán las adoptadas por el em-

presario titular en relación con sus

instalaciones, maquinaria, etc.

n Deberá dar instrucciones a los em-

presarios concurrentes para la pre-

vención de los riesgos existentes en el

centro de trabajo y sobre las medidas

que deben aplicarse cuando se pro-

duzca una situación de emergencia

(art. 8.1 RD 171/2004). El empresario

titular del centro de trabajo, con tra-

bajadores que desarrollan activida-

des en él, recibirá, al mismo tiempo

que facilitará a los demás, informa-

ción sobre los riesgos específicos de

las actividades que cada empresa de-

sarrolla en su centro de trabajo. Una

vez recibida esta información es cuan-

do dará las instrucciones pertinentes

protección a la seguridad y salud de los

trabajadores afectados. 

Las obligaciones que corresponden al

empresario principal se intensifican cuan-

do realiza una contrata correspondiente

a su propia actividad. En estos casos, el

empresario principal, además de cumplir

con su deber de cooperación con las em-

presas concurrentes en el mismo centro

y con su obligación de información e ins-

trucción en el supuesto de que sea tam-

bién titular del centro de trabajo, debe vi-

gilar el cumplimiento de la normativa en

materia de prevención de riesgos labora-

les por los contratistas o subcontratistas. 

El RD 171/2004, en su art. 10, ha trata-

do de precisar el alcance de dicho deber

de vigilancia. En este sentido, parece de-

jar claro que el deber de vigilancia con-

siste en comprobar que las empresas con-

tratistas y subcontratistas cumplen con

sus obligaciones en la prevención de ries-

gos laborales, y no en vigilar específica-

mente a los trabajadores de dichas em-

presas. Por otro lado, también matiza el

alcance objetivo del deber de vigilancia

al señalar las materias sobre las que ex-

presamente el empresario principal de-

berá exigir a los contratistas y subcon-

tratistas su cumplimiento. Así, el em-

presario principal, antes del inicio de la

actividad en su centro de trabajo, exigi-

rá a las empresas  contratistas y subcon-

tratistas que «le acrediten por escrito que

han realizado, para las obras y servicios

contratados, la evaluación de riesgos y la

planificación de su actividad preventi-

va». Asimismo, exigirá a dichas empre-

sas que «le acrediten por escrito que han

cumplido sus obligaciones en materia de

información y formación respecto de los
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trabajadores que vayan a prestar sus ser-

vicios en el centro de trabajo». No se tra-

ta, por tanto, de velar por el cumplimiento

de toda la normativa en prevención de

riesgos laborales, sino exclusivamente

de las obligaciones relativas a la evalua-

ción de riesgos y planificación de la ac-

tividad preventiva e información y for-

mación de los trabajadores.

La problemática aplicación 
de la normativa preventiva
coordinadora en la
Administración Pública

La aplicación de la normativa preven-

tiva en materia de coordinación de acti-

vidades a las Administraciones Públicas

cuando éstas deciden prestar los servicios

públicos mediante gestión indirecta no

supone en la mayoría de los casos ningún

problema. Piénsese en la contrata de la

limpieza de los edificios municipales, don-

de es claro que la confluencia de emple-

ados públicos y de trabajadores de la em-

presa de limpieza contratista obliga a la

Administración Pública a observar las obli-

gaciones preventivas en materia de co-

ordinación en su calidad de empresario

principal y titular del centro trabajo, así

como empresario que tiene trabajadores

en un centro de trabajo donde confluyen

trabajadores de otras empresas.  

No obstante, se puede dar un supues-

to en el que la Administración Pública,

sin poner empleados públicos en la ges-

tión indirecta de un servicio, se limite a

ceder el terreno donde éste se va a desa-

rrollar, sin aportar ni siquiera una edifi-

cación. Por ejemplo, un Ayuntamiento

que cede unos terrenos para la gestión

indirecta del servicio público de perrera

municipal. ¿Cabe aplicar en este tipo de

supuestos la normativa preventiva en

materia de interacción empresarial?

La respuesta no es sencilla si nos ate-

nemos a la literalidad de las normas. El

art. 24 de la LPRL, así como su norma de

desarrollo, el RD 171/2004, se refieren a

la coordinación de actividades empresa-

riales, y en este supuesto no se verifican

dos actividades diferenciadas sino una

sola, el servicio público gestionado indi-

rectamente, por lo que no serían de apli-

cación las obligaciones, lo que conduci-

ría a concluir que no sería de aplicación

la referida normativa. Sin embargo, la

concreta regulación de la coordinación

preventiva va más allá de la concurren-

cia de actividades.  Así, tanto el artículo

24.2 de la LPRL como los artículos 6 a 8

del RD 171/2004 establecen una serie de

obligaciones hacia el empresario titular,

que, aunque definido como quien tiene

la capacidad de puesta a disposición y de

gestión de centro, en el caso de las Ad-

ministraciones Públicas no debe olvidarse

que la titularidad del servicio público la

mantiene la Administración siempre y en

todo caso, lo que permitiría una respuesta

afirmativa al interrogante planteado.

Existe un pronunciamiento judicial que

aborda esta problemática respecto de un

trabajador, con categoría profesional de

oficial 1ª, contratado por una empresa pri-

vada, que sufre un accidente de trabajo

reparando el tejado de la entrada princi-

pal de un cementerio municipal, repara-

ción contratada por un Ayuntamiento con

la empresa del trabajador y en la que no

se había instalado apuntalamiento algu-

no, no habiendo recibido tampoco cur-

sos de formación. A consecuencia del ac-

cidente laboral, el trabajador, declarado

en situación de incapacidad permanen-

te total, plantea una reclamación judicial

indemnizatoria contra su empresa y con-

tra al Ayuntamiento, que es estimada par-

cialmente al condenar a la empresa pero

absolver a la entidad local. 

Frente a la solución dada en instancia,

el trabajador acude en suplicación soli-

citando, entre otros motivos, que se con-

dene también al Ayuntamiento por in-

fracción de lo previsto en el artículo 24

de la LPRL en materia de coordinación

preventiva; desestimándose tal preten-

sión en la STSJ Extremadura de 2 de di-

ciembre de 2004 (AS 2004/3170), argu-

mentándose que los apartados 1º y 2º

del artículo 24 de la LPRL parten de la
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de la empresa o empresas que tienen tra-

bajadores en el mismo».

También se descarta la aplicabilidad de

las obligaciones como empresario prin-

cipal previstas en el art. 24.3 de la LPRL,

en la medida en que si bien dicho apar-

tado «impone a las empresas que con-

traten o subcontraten con otras la reali-

zación de obras o servicios correspon-

dientes a la propia actividad de aquéllas

y que se desarrolle en sus propios centros

de trabajo el deber de vigilar el cumpli-

miento por los contratistas y subcontra-

tistas de la normativa de prevención de

riesgos laborales», la propia configura-

ción de esta obligación preventiva «de-

muestra que para que operen los núme-

ros anteriores se exige, además, que la

empresa principal también desarrolle ac-

tividad en el centro […], pero tampoco

en virtud de ello puede extenderse la res-

ponsabilidad al Ayuntamiento deman-

dado, puesto que la juzgadora de instan-

cia entendió que la obra que se desarro-

llaba en el centro de trabajo donde se

produjo el accidente no correspondía a

premisa «de que en un mismo centro de

trabajo desarrollen actividades trabaja-

dores de dos o más empresas para, en

tal caso, imponerles la obligación de co-

operar en la aplicación de la normativa

sobre prevención de riesgos laborales, y

esa situación no se daba en el centro de

trabajo donde se produjo el accidente

de que tratamos, pues como tal no pue-

de considerarse el cementerio munici-

pal donde se realizaba la obra, sino so-

lo donde radicaba la obra misma, es de-

cir, el tejado de la puerta principal, que

es lo que la empresa demandada estaba

reparando, y en tal centro de trabajo no

consta que desarrollasen actividades más

que trabajadores de dicha empresa, la

de construcción, pues en la reparación

no participaban, o al menos no aparece

tal cosa en el relato fáctico de la senten-

cia recurrida, trabajadores del Ayunta-

miento también demandado. No se da,

pues, la situación necesaria para la apli-

cación de los dos primeros números del

artículo 24 de la Ley 31/1995, que parte

de que en un mismo centro de trabajo

presten servicios trabajadores de dos o

más empresas, no bastando con que el

lugar donde está establecido pertenez-

ca a empresa distinta de la que ejecuta

una obra o servicio. Así se deduce no so-

lo del mismo precepto, sino también del

Real Decreto 171/2004, de 30 de enero,

dictado en su desarrollo, que se basa en

que todas las empresas a que se refieren

desarrollen actividades en un mismo

centro, lo cual determina riesgos no so-

lo para los trabajadores de cada una de

ellas, sino también para las demás que

concurren en el mismo centro, por lo

que se impone la coordinación entre to-

das a fin de prevenir y, en la medida de

lo posible, evitar tales riesgos, y eso no

sucede si la empresa titular del lugar don-

de se asienta el centro no realiza activi-

dad alguna ni, por tanto, provoca riesgo

para sus trabajadores, pues ninguno tra-

baja en el centro de trabajo, ni para los

la propia actividad de la corporación mu-

nicipal». Y ahonda esta tercera posibili-

dad al afirmar que es cierto que la juris-

prudencia ha establecido que «es, por tan-

to, el hecho de la producción del accidente

dentro de la esfera de la responsabilidad

del empresario principal en materia de

seguridad e higiene lo que determina en

caso de incumplimiento la extensión a

aquél de la responsabilidad en la repara-

ción del daño causado, pues no se trata

de un mecanismo de ampliación de la ga-

rantía en función de la contrata, sino de

una responsabilidad que deriva de la obli-

gación de seguridad del empresario pa-

ra todos los que prestan servicios en un

conjunto productivo que se encuentra

bajo su control», pero tampoco aparecen,

a juicio del órgano de suplicación, «en el

relato fáctico de la sentencia recurrida, ni

el recurrente formula alegación ni razo-

namiento alguno en tal sentido, datos que

determinen que fuera el Ayuntamiento

quien controlara la realización de la obra»,

o, como precisando más, nos dice tam-

bién el Alto Tribunal en sentencia de 16
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de diciembre de 1997 (RJ 1997/9320), que

el trabajo se desarrollase en el centro de

trabajo de la empresa principal con sus

instrumentos de producción y bajo su

control, caso en que sería «perfectamen-

te posible que una actuación negligente

o incorrecta del empresario principal cau-

se daños o perjuicios al empleado de la

contrata, e, incluso, que esa actuación sea

la causa determinante del accidente la-

boral sufrido por éste y por ello en estos

casos el empresario principal puede ser

empresario infractor», añadiendo que

«aunque esta conclusión se establece en

un caso claro de contrata para una obra

o servicio correspondiente a la propia ac-

tividad, lo decisivo no es tanto esta cali-

ficación como el que el accidente se ha-

ya producido por una infracción impu-

table a la empresa principal y dentro de

su esfera de responsabilidad», lo cual, se

insiste, «no aparece aquí ni el recurrente

nos razona que suceda en este caso».

En definitiva, en la escasa doctrina ju-

dicial existente se concluye que la apli-

cación de los supuestos contemplados

en los apartados 1º y 2º de la LPRL, así

como en los artículos 4 a 9 del RD 171/2004,

está supeditada a la concurrencia de tra-

bajadores de la Administración Pública

con trabajadores de otras Administra-

ciones o empresas privadas. Mientras

que la operatividad del apartado 3º del

artículo 24 de la LPRL y el artículo 10 del

RD 171/2004 está condicionada no tan-

to a la existencia de concurrencia de tra-

bajadores, sino a que la Administración

ejerza un verdadero, real y efectivo con-

trol en el desarrollo de la prestación del

servicio público o de la actividad cuan-

do ésta no constituya en sí misma con-

siderada un servicio público.

LA PARTICULARIDAD 
EN EL ÁMBITO
SANCIONADOR
PREVENTIVO DE LAS
ADMINISTRACIONES
PÚBLICAS

Una última cuestión debe ser objeto

de exposición, aun cuando no se trata

de un asunto que suscite dudas inter-

pretativas, lo cual no exime de los dis-

tintos pareceres críticos que se obser-

van en la doctrina científica sobre la par-

ticular configuración de las medidas que

se pueden adoptar ante la infracción por

parte de la Administración Pública de

la medida preventiva.

A diferencia de lo que acontece ante

la infracción de la normativa de seguri-

dad y salud laboral por parte de un em-

pleador privado, sujeto al régimen de

sanciones previsto en el Real Decreto

Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por

el que se aprueba el Texto Refundido de

la Ley de Infracciones y Sanciones del

Orden Social (LISOS), el artículo 45 de

la LPRL dispone que en el ámbito de las

relaciones del personal civil al servicio

de las Administraciones Públicas, las in-

fracciones serán objeto de responsabi-

lidades a través de la imposición, por re-

solución de la autoridad competente,

de la realización de las medidas correc-

toras de los correspondientes incum-

plimientos. 

Por lo tanto, para las Administracio-

nes Públicas no se contempla la impo-

sición de sanciones económicas, sino

la aplicación de medidas correctoras.

Esta solución debe ser objeto de crítica

dado que la imposición de sanciones

pecuniarias se erige en un mecanismo

mucho más efectivo que la adopción de

medidas correctoras, de suerte que la

reparación de las infracciones a la nor-

mativa preventiva por parte de las Ad-

ministraciones Públicas mediante la téc-

nica de la corrección y no la de la san-

ción pecuniaria puede suponer una

quiebra en la tutela preventiva de los

empleados públicos, dado que las Ad-

ministraciones, ante la ausencia de san-

ciones, pueden considerar la posibili-

dad de contravenir la citada normativa

frente a los costes que supone su cum-

plimiento voluntario, e incluso, la adop-

ción de las medidas correctoras.

La adopción de las medidas correcto-

ras se establecerá con sujeción confor-

me al procedimiento que al efecto se es-

tablezca, que para la Administración Ge-

neral del Estado se encuentra previsto

en el Real Decreto 707/2002, de 19 de

julio. No obstante, el artículo 45 de la

LPRL establece que, en el ámbito de la

Administración General del Estado, ese

procedimiento deberá ajustarse a las si-

guientes pautas:

a) El procedimiento se iniciará por el ór-

gano competente de la Inspección de

Trabajo y Seguridad Social por orden

superior, bien por propia iniciativa o

a petición de los representantes del

personal.

b) Tras su actuación, la Inspección efec-

tuará un requerimiento sobre las me-

didas a adoptar y el plazo de ejecu-

ción de las mismas, del que se dará

traslado a la unidad administrativa

inspeccionada a efectos de formular

alegaciones.

c) En caso de discrepancia entre los mi-

nistros competentes como conse-

cuencia de la aplicación de este pro-

cedimiento, se elevarán las actua-

ciones al Consejo de Ministros para

su decisión final.

Aunque el Real Decreto 707/2002 con-

templa el procedimiento administrati-

vo para la imposición de medidas co-
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blica, con independencia de si el em-

pleado público afectado es un funcio-

nario o un trabajador laboral.

Ahora bien, del mecanismo de impo-

sición de medidas correctoras se exclu-

yen una serie de colectivos o de materias.

En primer lugar, a las entidades pú-

blicas empresariales no les será de apli-

cación el presente reglamento, que-

dando, en consecuencia, excluidas de

este procedimiento y sometidas al régi-

men ordinario derivado de la plena apli-

cación de la LISOS (art. 2.2 RD 707/2002).

En segundo lugar, se excluye a los cen-

tros y establecimientos militares y las

actividades a que se refiere el artículo

3.2 de la LPRL, quedando sujetos a lo

previsto en su normativa específica (art.

2.3 RD 707/2002).

En tercer lugar, no se aplicará a las

cuestiones de prevención de riesgos la-

borales que se susciten respecto del per-

sonal de los contratistas, subcontratis-

tas de obras o servicios o concesiona-

rios de cualquier índole que realicen su

actividad en instalaciones de la AGE o

de sus organismos autónomos, respec-

to de los cuales se aplicará siempre el

rrectoras ante la infracción de la nor-

mativa preventiva por la Administración

General del Estado, se establece su apli-

cación respecto al personal civil al ser-

vicio de las restantes Administraciones

Públicas únicamente en defecto de nor-

mativa propia, de suerte que las com-

petencias asignadas a los delegados del

Gobierno, a los subsecretarios de los de-

partamentos ministeriales y al Consejo

de Ministros corresponderán, en todo

caso, a los respectivos órganos de go-

bierno de cada Administración Pública

(D.A.2ª RD 707/2002). Por lo tanto, se

establece una aplicación subsidiaria de

este Real Decreto para el resto de las Ad-

ministraciones Públicas.

Al utilizarse en el artículo 45 de la LPRL

la expresión «personal al servicio de las

Administraciones Públicas» al delimitar

el ámbito subjetivo de la imposición de

medidas correctoras, surge la duda de si

solo va dirigida a la infracción de la nor-

mativa preventiva que afecte a los em-

pleados públicos sujetos a una relación

funcionarial o estatutario o también se

extiende a la afectación de los emplea-

dos públicos sujetos a una relación la-

boral, respecto de los cuales, en princi-

pio, la comisión de una infracción pre-

ventiva acarrearía una sanción pecuniaria. 

Esta duda ha sido despejada expresa

y directamente para la Administración

General del Estado, y subsidiariamente

para el resto de Administraciones Pú-

blicas, por el Real Decreto 707/2002, al

delimitar su ámbito de aplicación y se-

ñalar que dicha norma reglamentaria

afectará «a todo el personal empleado

en los distintos centros, dependencias

o lugares de trabajo de los mismos, con

independencia de que la relación que

se mantenga sea de naturaleza laboral,

estatutaria o funcionarial». En conse-

cuencia, la imposición de medidas co-

rrectoras será la solución prevista ante

la infracción de la normativa preventi-

va cometida por una Administración Pú-

procedimiento ordinario. No obstante

lo anterior, si de las actuaciones ins-

pectoras realizadas o de la información

previamente recabada se infiere que, de

alguna forma, puede resultar afectado

el órgano administrativo correspon-

diente, como titular de las instalaciones

o en virtud de las responsabilidades de

coordinación a que hace referencia el

artículo 24 de la LPRL, se le pondrá en

su conocimiento, tan pronto como sea

posible, a los efectos que procedan (art.

2.4 RD 707/2002). 

En cuarto lugar, no será de aplicación

a los órganos de la AGE cuando actúen

en la condición de promotor de obras de

construcción, conforme al Real Decreto

1627/1997, de 24 de octubre, por el que

se establecen disposiciones mínimas de

seguridad y salud en las obras de cons-

trucción, que se regirán por sus normas

específicas (art. 2.5 RD 707/2002). u
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